PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

LEY

ARTICULO 1º: Modifícase el inc. "k" del art. 14 de la ley 12.155, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

Artículo 14°: ...

k) Actuar como fuerza pública, en la medida de lo necesario, o cuando, mediante comunicación escrita en la que se establecerá con precisión la extensión de la manda, la autoridad competente se lo requiera. 

ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Fundamentos:

 

Innumerables son los casos de violencia institucional, por parte de los órganos que ostentan el monopolio estatal de la fuerza.

 

La experiencia nos demuestra que en muchas ocasiones la responsabilidad se diluye entre aquellos que ordenan la represión y quienes la ejecutan.

 

Mediante el presente proyecto se pretende introducir una reforma al capítulo reservado a las “Funciones Esenciales” de la ley de Organización de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, estableciendo una carga sobre el funcionario que ordene el uso de la fuerza pública, la que consiste en establecer con claridad el alcance que se pretende del accionar de las instituciones de prevención.



Es habitual observar que cuando se verifican feroces represiones por parte de los uniformados, la autoridad civil que emitió la orden niega haberla pronunciado, mientras que en otras oportunidades, ante la decisión de los preventores de no reprimir, la autoridad civil postula la verificación de desobediencia.

 

Es en ocasiones la fuerza policial la que “inventa” falsas órdenes de la autoridad competente, para justificar su violento accionar.

 

Es por ello que la reforma propugnada redundará en un uso racional de la “Fuerza Pública”, con precisa identificación de los responsables de los “excesos”, por llamarlos de alguna forma.

 

Hechos como los del 20 de diciembre de 2001, o –en menor escala- los del 5 de mayo de 2006 en Berzategui, entre un sinnúmero de casos, se hubieran evitado (o al menos se conocería fehacientemente la identidad del responsable) de existir una norma que exigiera a la autoridad civil la exposición clara y por escrito del alcance de la orden de utilizar la fuerza pública.

 

Con la promulgación de esta ley se evitará que la autoridad de que se trate recurra a frases vacías de contenido y empapadas en arbitrariedad, como “en la medida de lo necesario” o “proveer lo conducente para…”, a las que se suele apelar con el velado propósito de no responder por el accionar ordenado. 

 

A partir de la promuilgación de este proyecto, los preventores deberán abstenerse de ejecutar las mandas que carezcan de precisión o que se formulen oralmente, debiendo solicitar al emisor que establezca con claridad el alcance que se pretende de la actividad policial.



En el entendimiento de que el presente proyecto contribuye con la delimitación de responsabilidades ante eventuales casos de violencia institucional, solicito a los Sres. Diputados su voto afirmativo para convertirlo en ley.

